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                    PEREIRA         
           SALA CIVIL – FAMILIA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, doce de junio de dos mil doce
Ref: Exp. Nº 66001-31-03-001-2012-00098-01
Acta N° 286
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el señor Carlos Fabián Lozada Arias contra la sentencia de 23 de abril pasado, dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito, en la acción de tutela que promovió contra el Juzgado Primero Civil Municipal, y a la que se vinculó a la señora Leyla Amparo Ospina Vargas como representante de Ramiro Ospina Vargas y a la Inspección 17 Municipal de Policía. 
ANTECEDENTES

Pretende el actor que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y libre acceso a la administración de justicia, y que se ordene al despacho demandado que deje sin efecto la sentencia de fecha 4 de noviembre de 2011 para que en su lugar dicte un fallo conforme a una pormenorizada valoración de las pruebas recaudadas en el proceso abreviado de restitución de inmueble arrendado.  
El sustento fáctico de su petición permite la siguiente sinopsis: aseguró que en la sentencia mediante la cual se definió el proceso que la señora Ospina Vargas le promovió en representación de su hermano, en procura de la restitución del inmueble arrendado, se incurrieron en errores que calificó de “vías de hecho” por no valorar en forma correcta el acervo probatorio que obra en el expediente, ya que considera que no está probado el contrato de arrendamiento con fundamento en el cual se le demandó, el que no admite;  las dos declaraciones rendidas extraproceso no llevan al convencimiento de su existencia puesto que no hacen claridad de los elementos de modo, tiempo y lugar de la elaboración del convenio ni de su ejecución; la relación de pagos de servicios públicos acreditan que “siempre he estado en ese apartamento”; descarta el dicho de los testigos referente a la supuesta fecha de iniciación del contrato; no se analizaron los contratos de permuta y promesa de compraventa adjuntados que muestran que él es legitimo tenedor del bien y que el demandante se despojó de éste desde el año 2004 y que, por ende, no existe el mencionado contrato de arrendamiento. Expresó que si bien todos estos argumentos fueron en expuestos en la instancia correspondiente no fueron acogidos.
Se admitió la demanda, se ordenó como medida provisional a la Inspección 17 Municipal de Policía suspender la diligencia de entrega del inmueble y se corrió traslado a las partes demandadas, las cuales guardaron silencio. El 20 de abril pasado se llevó a cabo la diligencia de inspección judicial al respectivo expediente del proceso abreviado.

En la fecha señalada se denegó el amparo al considerar el juez a quo que en la providencia judicial que se reprocha no concurren los requisitos generales y especiales de procedencia de la acción de tutela, pues así se concluye de la inspección judicial realizada en la que analizó que se cumplieron con todas las solemnidades, términos, etapas y ritualidades del caso. Respecto al defecto fáctico, principal argumento de la demanda, aseveró, acudiendo a la jurisprudencia, que el error en la valoración de la prueba debe ser “flagrante, totalmente ajeno al sano criterio por parte del juez, apartándose ostensiblemente de la realidad”, que por el contrario en el proceso abreviado se realizó la valoración pertinente, la cual describió así: la tacha de falsedad promovida por el accionante frente a los testigos no prosperó porque en la ratificación surtida mediante declaración que ofrecieron en audiencia, se le brindó al despacho accionado la plena credibilidad sobre sus versiones acerca del contrato de arrendamiento verbalmente pactado entre las partes; y por otro lado, el señor Lozada Arias no logró demostrar que ostentaba la calidad de tenedor sobre el bien.  

Inconforme el accionante impugnó la decisión de primera instancia, debido a que en su concepto existe un engaño por parte de los testigos que afirmaron que entre las partes hubo un vinculo contractual verbal para el arrendamiento del bien, cuando probó que desde hace “mucho tiempo está en el inmueble que se pretende restituir”, pues esa propiedad fue enajenada por parte de los allí demandantes “a las personas cuyos contratos se aportaron”, y que pagaba servicios públicos y cuotas de administración mucho antes de la fecha referida de inicio del contrato. Todo esto conduce a que sus derechos y garantías procesales hayan sido vulneradas, y en razón de ello solicita que se revoque la providencia y se tutelen sus derechos.      
CONSIDERACIONES
Solamente el juez constitucional puede inmiscuirse en un debate suscitado contra providencia judicial cuando concurran algunos de los específicos casos que la jurisprudencia ha denominado como causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela tipificadas en los defectos sustantivo, orgánico, procedimental o fáctico, o también en un error inducido o por consecuencia, una decisión sin motivación o una vulneración directa de la Constitución.

En el caso sub examine, la parte actora ha enfatizado su reproche en la supuesta incursión en un defecto fáctico por parte del Juzgado Primero Civil Municipal puesto que al momento de fallar no valoró en debida forma las pruebas aportadas. De ahí a que el análisis que haya de hacerse se circunscribe a dicha cuestión, acerca de la cual ha precisado la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
“ (...)se tiene que el supuesto fáctico por indebida valoración probatoria se configura, entre otros, en los siguientes supuestos: (i) Cuando el funcionario judicial, en contra de la evidencia probatoria, decide separarse por completo de los hechos debidamente probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido; (ii) cuando a pesar de existir pruebas ilícitas no se abstiene de excluirlas y con base en ellas fundamenta la decisión respectiva; (iii) en la hipótesis de incongruencia entre lo probado y lo resuelto, esto es, cuando se adoptan decisiones en contravía de la evidencia probatoria y sin un apoyo fáctico claro; (iv) cuando el funcionario judicial valora pruebas manifiestamente inconducentes respecto de los hechos y pretensiones debatidos en un proceso ordinario, no por tratarse en estricto sentido de pruebas viciadas de nulidad sino porque se trata de elementos probatorios que no guardaban relación con el asunto debatido en el proceso; (v) cuando el juez de conocimiento da por probados hechos que no cuentan con soporte probatorio dentro del proceso.

(...) El error en el juicio valorativo de la prueba `debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia´.”

Según el demandante el origen de la supuesta vulneración de sus derechos fundamentales proviene de la errada valoración de las pruebas que obran en el expediente, ya que con los contratos de promesa de compraventa sobre el bien inmueble objeto de la restitución se celebró entre Ramón Ospina Vargas y Hernando Ángel Wagner, una promesa de compraventa que aparejó entrega de la posesión, y otro de permuta, suscrito entre éste último  y Oscar Vargas Medina; y los recibos de pago de servicios públicos y administración, acreditó que es tenedor legítimo del inmueble. Por consiguiente, los testimonios de las personas que declararon extraprocesalmente sobre el contrato de arrendamiento en que se funda la demanda, no corresponden a la realidad. 
Acerca de las aludidas pruebas, la siguiente fue la reflexión que hizo el juzgado: 

“Documentos que si bien es cierto, pretenden probar la existencia de varios negocios jurídicos celebrados sobre el inmueble de marras, también lo es que los mismos resultan insuficientes para deducir que entre los señores Carlos Fabián Lozada Arias y Oscar Vargas Medina, existe una relación jurídica o contractual, que sería en última instancia la razón predominante y que eventualmente demostraría que el arrendador del bien no es el demandante sino un tercero con vocación de dueño, pero se itera, el demandado no lo probó, de tal suerte que en el caso que nos concita, el señor Ramiro Ospina Vargas, a través de su hermana Leyla Amparo Ospina Vargas, es el titular de dominio del inmueble, y ostenta sobre él la plenitud de derechos, que incluye la posibilidad no solo de hipotecar y enajenar, sino también la de arrendar.”
En consideración de la Sala, en la manera de enfocar el asunto y hacer valoración del conjunto de las pruebas, se ha incurrido en vía de hecho. Se advierte que el raciocinio del juzgado concluye que el derecho de dominio da al propietario derechos y que entre ellos está el de arrendar, y supone, por tanto, que el dueño arrendó el inmueble mediante su apoderada. Pero el quid del asunto no radica en esta cuestión. Lo que importa fundamentalmente para ordenar la restitución de un inmueble arrendado, es la acreditación del respectivo contrato de arrendamiento, y es en esta materia en la que devienen arbitrarias para el caso, las argumentaciones esgrimidas por el juzgado, que con base en la aludida condición de dueño del demandante, deriva la de arrendador, cuando en el proceso existen diversas circunstancias que apuntan a que Ospina Vargas se había desprendido de la posesión del bien, y por tanto, se presentan dudas razonables sobre que por medio de su apoderada hubiera alquilado el inmueble a Lozada Arias y que la tenencia de éste se deba a una relación contractual que haya establecido con el citado demandante. Pueden verse las siguientes: 

1. Mediante promesa de compraventa de 10 de agosto de 2004, Ramón Ospina Vargas prometió vender el bien de que se trata a Hernando Ángel Wagner, acordándose que el contrato prometido se celebraría el 15 de febrero de 2005, y que la posesión se entregaría el 10 de octubre del mismo año. El precio acordado, es necesario anotar, fue de $285.000.000 representado en un vehículo automotor y varias letras de cambio. En relación con dos de ellas, por $40.000.000 cada una, se acordó que se constituiría hipoteca a favor del vendedor. 

2. El 16 de enero de 2005, Ángel Wagner prometió permutar el inmueble con  Oscar Vargas Medina por una serie de semovientes, y se convino que como la escritura que debía celebrarse con Ospina Vargas no se había suscrito, se haría a nombre del “permutante comprador”, o sea, Vargas Medina. 
3. Al replicar las excepciones planteadas, el demandante admitió expresamente la realidad de la promesa de compraventa formalizada con Ángel Wagner, afirmó que la misma no se había elevado a escritura pública porque el promitente comprador que falleció el 7 de abril de 2005, no pagó la totalidad del precio ya que debe la suma de $80.000.000 con sus intereses moratorios “suma con la cual se hubiera dado como cancelado (sic) en su totalidad el valor de dicho contrato.” 
4. Al declarar, la apoderada general del demandante, igualmente admitió que la aludida promesa fue cierta; que en razón de ella se quedó debiendo parte del precio acordado, el que le fue cobrado a la madre del señor Ángel Wagner; que no sabe por qué se dejó manifestado en la promesa que la posesión la asumía dicho ciudadano; que la encargada del asunto era la oficina de arrendamientos Osvar de la que ella es socia; que el inmueble se alquiló; y que solo vio a Fabián Lozada Arias una vez el día del contrato cuando estaba en la oficina de Harold Ruiz, gerente de la inmobiliaria: “Yo fui a la oficina y que se arrendara mientras se solucionaba el problema.” Se aceptó sin fundamento la objeción a la pregunta sobre qué significaba la sigla OSVAR (¿será Oscar Vargas?) y sobre quién entregó el bien a dicha oficina, negándose que a raíz de la promesa se hubiere entregado la posesión. Dijo: “El apartamento quedó en administración del señor HAROL RUIZ como llevaba este problema de no pago total del apartamento para poder hacer escrituras y estaba en este proceso, el (sic) lo estaba administrando y solo cuando me dijo que ya llevaba mucho tiempo el apartamento sin rentar y que si lo podíamos hacer mientras solucionábamos el problema, se lo entrego (sic) el señor Harold Ruiz en enero de de 2007 creo que lo entrego (sic) dejé encargado a Harold Ruiz del procedimiento de entrega.”
5. Los testigos cuyas declaraciones fueron aportadas como prueba sumaria, José Edilberto Márquez Miranda y Elmer Vera Díaz, manifestaron que el arrendamiento se pactó por dos años prorrogables, que se inició el 15 de enero de 2007, y que a la fecha de sus declaraciones el arrendatario Lozada Arias llevaba más de treinta y seis meses de mora. 

6. No obstante, dentro del proceso, estos declarantes que son empleados de la oficina de arrendamientos citada aseveraron que el contrato sería hasta cuando la señora Ospina Vargas lo necesitara, no pudiendo precisar quien ocupó el inmueble entre los años 2004 a 2007, a pesar de que dicen que allí recogían recibos de servicios públicos ni determinan cómo ni quién lo entregó al arrendatario.

7. Si se tienen en cuenta las diversas facturas que se aportaron con la contestación de la demanda, puede deducirse que la ocupación del bien por parte de Carlos Fabián Lozada Arias fue anterior a la fecha en que los aludidos testigos mencionan se pactó el contrato de arrendamiento. Singularmente significativas son unas provenientes de la Telefónica de Pereira, expedidas concretamente a nombre de dicho señor que dan cuenta del pago de servicios públicos domiciliarios que corresponden a meses del año de 2006, lo que le quita piso a las afirmaciones de la demanda y de los testigos sobre que se celebró un contrato y entrega en enero de 2007, y ya que es obvio que nadie va a hacer instalar servicios de tal clase en bienes con los que no tenga alguna relación. 
Estos motivos, son suficientes, a juicio de la Sala, para que se haya resentido en forma definitiva el valor de la prueba sumaria con que se pretendió fundar el contrato de arrendamiento, respecto del cual en la actualidad no existe ninguna certeza, la misma que es indispensable para obtener la restitución impetrada. Es decir, que la misma perdió valor al ser controvertida y las atestaciones que la configuraron devinieron sospechosas habida cuenta de lo anotado y de los vínculos que tienen con la parte demandada, presentándose igualmente incertidumbres acerca de la propia condición del supuesto arrendador, ya que si bien se alegó en la demanda que lo era el señor Ospina Vargas, en las declaraciones recibidas afloró una agencia de arrendamientos de la que es socia la apoderada general, y empleados los testigos, imprimiéndose así mayores perplejidades acerca de la realidad del contrato. 

En síntesis, todo se dirige a que quien ha pedido la restitución se desprendió de la posesión del bien a raíz de la promesa de compraventa, y por razón del fallecimiento del promitente comprador y la deuda insoluta que quedó en relación con el precio acordado, ha intentado mediante la alegación de una supuesta relación contractual con Lozada Arias, la recuperación de la posesión del bien del que se desprendió por motivo de la promesa de compraventa. 

Y siendo tal la conclusión que surge del análisis conjunto de las pruebas, a renglón seguido ha de inferirse que el haber ignorado el despacho conociente las aludidas circunstancias implica la incursión en vías de hecho en la valoración de la prueba de conformidad con la jurisprudencia anteriormente transcrita, lo que a su vez implica que debe ser próspera la acción de tutela y por tanto, ha de revocarse la sentencia impugnada en la que se incurrió en defecto fáctico pues se apoyó en pruebas que no permitían dar por acreditado el contrato de arrendamiento en que se basó la restitución decretada.   
Por consiguiente, la Sala revocará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil Municipal el 4 de noviembre de 2011, y en su lugar, se concederá el amparo impetrado. 
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, RESUELVE: 

1º REVOCAR la sentencia que en este proceso de tutela dictó el Juzgado Primero Civil del Circuito, el 23 de abril del presente año.

2º. CONCEDER el amparo constitucional solicitado por el señor Carlos Fabián Lozada Arias.

3º. En consecuencia, se deja sin valor alguno la sentencia que dictó el Juzgado Primero Civil Municipal en el proceso de restitución de bien inmueble adelantado por Ramón Ospina Vargas en contra del citado Lozada Arias. 

4º ORDENAR al mencionado despacho que dicte en el término de cuarenta y ocho horas, el fallo sustitutivo correspondiente según las reflexiones anotadas en la parte motiva y el examen integral del material probatorio aportado, en que resuelva sobre las pretensiones de la demanda. 
Notifíquese lo así decidido a todos los interesados y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo.
Fernán Camilo Valencia López
Magistrado
Claudia María Arcila Ríos   
Magistrada                                    
 Luis Alfonso Castrillón Sánchez
Magistrado
� Sentencia T-1246 de 2008. M.P. doctor Humberto Antonio Sierra Porto.
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